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Decide la Sala en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por la señora Paola Andrea Bermúdez González, en representación de su hijo menor Cristopher Leandro López Bermúdez, contra el Juzgado de Familia de Dosquebradas y la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, proceso al que fue vinculado el señor Marco Aurelio López Castrillón.

A N T E C E D E N T E S

Relata la actora, en resumen, que en representación de su hijo menor Cristopher Leandro López Bermúdez demandó al señor López Castrillón en proceso por alimentos que se tramita en el Juzgado de Familia de Dosquebradas; él citado señor se  retiró de la Policía donde laboraba y se le devolvieron unas sumas de dinero, de las que el 25% corresponden al embargo decretado en ese asunto; el 18 de diciembre del año anterior solicitó al despacho judicial la entrega de esa suma, sin obtener respuesta alguna.

Considera lesionados los derechos a la vida digna y de petición de que es titular su hijo menor y solicita se ordene al juzgado accionado pronunciarse de fondo frente a las peticiones elevadas el 18 de diciembre de 2008 y 26 de marzo del corriente año.

Por auto del pasado 28 de abril se ordenó dar trámite a la acción y vincular al señor Marco Aurelio López Castrillón, se dispusieron las  notificaciones de rigor y se decretaron pruebas.  
El Gerente General de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, al ejercer su derecho de defensa, adujo, en síntesis, que no se ha vulnerado derecho fundamental alguno toda vez que en cumplimiento a la orden del Juzgado de Familia,  consignó $1.780.243 en la cuenta de depósitos judiciales, suma que  equivale al 25% del dinero que se entregó al señor Marco Aurelio López Castrillón por devolución de aportes, situación que se  informó al mismo despacho judicial mediante oficio 199157 del pasado 30 de abril.

La señora Juez de Familia de Dosquebradas se pronunció para informar que las peticiones que ha elevado la accionante han sido resueltas oportunamente y que no se ha reportado el depósito judicial que debe efectuar la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, a pesar del requerimiento que al respecto se le hizo.

C O N S I D E R A C I O N E S

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Considera la actora lesionados derechos fundamentales de que es titular su hijo menor de edad porque, como se deduce de los hechos planteados en el escrito con el que se promovió la acción, aún no recibe la suma de dinero correspondiente a un embargo decretado en el proceso por alimentos que en su interés promovió contra el señor Marco Aurelio López Castrillón, quien recibió el pago de sus prestaciones sociales con motivo del retiro de la Policía Nacional y porque el juzgado demandado no resuelve las peticiones que le ha dirigido para obtener su entrega.

Los documentos incorporados a la actuación acreditan los siguientes hechos:

.- En el Juzgado Promiscuo de Familia de Dosquebradas se tramita un proceso de alimentos promovido por la señora Paola Andrea Bermúdez González, quien actúa en representación del menor Cristopher Leandro López Bermúdez, contra Marco Aurelio López Castrillón.

.- A ese despacho judicial solicitó la demandante, el 17 de diciembre de 2008, se adoptaran las medidas del caso para obtener se le descontara al demandado el 25% de las sumas de dinero que recibirá con motivo de la liquidación de sus prestaciones sociales, porque fue retirado de la Policía Nacional, entidad para la que laboraba, y el 26 de marzo último  insistió en la entrega del dinero respectivo. (folios 38, 39, 45 y 46)
.- La primera de tales peticiones fue resuelta el 14 de enero que pasó, por auto en el que ordenó el juzgado descontar el 25% de las prestaciones sociales a que tiene derecho el demandado por retiro de la Policía Nacional y librar oficio al respectivo pagador. La segunda, mediante proveído del 27 de marzo de este año, en la que se dispuso requerir al grupo de embargos de la Caja Promotora  de Vivienda Militar y de Policía, con el fin de que pusieran a disposición del juzgado las sumas de dinero que ordenó descontar al demandado.  (folios 40 y 47).
.-  El 30 de abril que pasó, la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía consignó la suma de $1.780.243 en la cuenta del Banco Agrario de Colombia, a órdenes del Juzgado de Familia de Dosquebradas, que equivale al 25% de las prestaciones sociales a que tiene derecho el demandado en el proceso de alimentos referido. (folios 69 y 70).

En tal forma se acredita que contrario a lo afirmado por la actora el  juzgado accionado ha atendido las peticiones elevadas por la demandante y en esas condiciones puede afirmarse con seguridad que no ha vulnerado la titular de ese despacho derecho fundamental alguno del que sea titular el menor en cuyo interés se actúa.
De otro lado, se acreditó que el pasado 30 de abril la entidad para la que laboraba el demandado en el proceso de alimentos de que  se ha hecho mención, consignó el dinero que corresponde al embargo decretado y por tanto, se concluye que se  encuentra superado el hecho que dio origen a la acción de tutela que contra ella se interpuso.

Y aunque el fin último de la acción de amparo es lograr su entrega,  la misma no se ha producido porque la respectiva consignación sólo vino a realizarse  después de formulada la petición y por ende, el dinero no se había puesto a disposición del juzgado cuando su titular recibió notificación del auto que la admitió.

En consecuencia, como está acreditado que por parte del Juzgado de Familia de Dosquebradas no se ha lesionado derecho fundamental alguno que justifique la intervención del juez constitucional y como en relación con la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía se considera superado el hecho que dio origen a la presentación de esta tutela, se negará el amparo reclamado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE:

1.- Negar la tutela reclamada por la señora Paola Andrea Bermúdez González, representante del menor Cristopher Leandro López Bermúdez, frente al Juzgado de Familia de Dosquebradas.  En relación con la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía se declara superado el hecho que generó la solicitud de amparo.
2.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

3.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO 
           

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

